
SUBSIDIARIEDAD DE LA TUTELA/ Improcedencia al no interponer recursos ordinarios contra la providencia judicial atacada/ Prematura presentación de la tutela
“A la omisión respecto del recurso que cabía contra la decisión del juez, se suma que la excepción previa está aún en trámite y, por tanto, el accionante se está anticipando a la eventual decisión que adopte el juez, en la que debe definir lo que realmente le fue planteado, esto es, si la demanda debió promoverse en Dosquebradas o en Pereira, razón de más para considerar que como el mecanismo de defensa judicial que esgrimió en su momento no ha sido decidido en este momento, es extemporáneo el reclamo constitucional.”
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Decide la Sala la acción de tutela propuesta por Alexánder Jaramillo Echeverry contra el Juzgado Único de Familia de Dosquebradas. 
ANTECEDENTES

Alexánder Jaramillo Echeverry promovió esta acción contra el Juzgado Único de Familia de Dosquebradas, con la que pretende que se proteja el derecho al debido proceso y, en consecuencia, se declare la nulidad de la actuación y se le ordene al funcionario dar aplicación a la excepción de falta de jurisdicción, como le fue solicitado, para que disponga el archivo del expediente y el levantamiento de las medidas cautelares. 
En su relato dice que dentro del proceso de declaración de existencia de unión marital de hecho y la consecuente sociedad patrimonial que en su contra adelanta Diana Marcela Gil Serrato ante el Juzgado de Familia de Dosquebradas, en el término para contestar propuso la excepción previa de falta de jurisdicción, pero el Juzgado “procedió a darle trámite a la demanda y resolvió la excepción previa de falta de competencia, que en el proceso no se ha solicitado”, obviando con ello su intención de que se declare aquella y no esta. Le informó directamente al juez del error cometido, pero él insiste en darle continuidad al trámite, con lo cual incurre en una actuación temeraria, mal intencionada, que se aleja del “actuar imparcial del juez” quien, incluso, en una audiencia le manifestó a su abogado que estaba dilatando el proceso, que llegara a una conciliación, lo que él no aceptó. Señala que trasgrede los derechos al debido proceso y a la igualdad de las partes, si bien ha omitido dar aplicación a los artículos 97, 98, 99 y 100 del C. de P. Civil. 

Se surtió el trámite respectivo; se dio oportunidad al Juzgado para pronunciarse y se vinculó a Diana Marcela Gil Serrato. El titular del despacho, además de enviar las copias pertinentes, señaló que la parte demandada confunde los términos jurisdicción y competencia y no ha comprendido el contenido de los autos que se profirieron; la tutela, en su sentir, debe fracasar, porque se incumplen los requisitos genéricos de procedibilidad. 

CONSIDERACIONES
El objeto de la acción de tutela, en los términos del artículo 86 de la Constitución Nacional, desarrollado por los Decretos 2591 de 1991 y 306 de 1992, es la protección inmediata de los derechos fundamentales que una persona advierte lesionados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública o, en determinados casos, por particulares.

Reiteradamente se ha expuesto que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, recientemente, en la sentencia T-022 de 2016, aludiendo a la C-590 de 2005, recordó que las primeras obedecen a que (i) el asunto tenga relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que la irregularidad procesal tenga incidencia en la decisión de fondo; (v) que los hechos hayan sido cuestionados dentro del proceso; y (vi) que el fallo censurado no sea de tutela. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) sustantivo, (iii) procedimental, y (iv) fáctico; así como en (v) el error inducido, (vi) la decisión sin motivación; (vii) la violación directa de la Constitución; y (viii) el desconocimiento de precedentes.     
  



Se duele el demandante en este caso de que el Juzgado le esté dando trámite a la excepción previa de falta de competencia y no a la de falta de jurisdicción, que fue la que propuso. 
  



Para la Sala, la cuestión no supera el umbral de los requisitos generales de procedibilidad, particularmente aquel que se refiere a la utilización de los mecanismos de defensa judicial que la ley le brinda a los litigantes, por ser la acción de tutela de naturaleza residual, no principal, que solo tiene cabida cuando no se cuenta con otra alternativa para la protección del derecho. 

   



Si se mira el desarrollo de la actuación, una vez el demandado propuso la excepción previa que, contrario a lo que ahora afirma, nominó “falta de jurisdicción o de competencia”, con sustento en que su domicilio es Pereira y no Dosquebradas, el Juzgado, en una sana interpretación, que además es la que corresponde a la realidad, determinó que se trataba de la excepción de falta de competencia, según lo explicó en el auto del 27 de octubre de 2015, notificado por estado, contra el cual no se interpuso ningún recurso, siendo susceptible, por lo menos, del de reposición. 
   



Posteriormente, el demandado, por fuera del término de ejecutoria de esa providencia y a título personal, pidió que se subsanara lo que para él era un error del despacho al considerar la excepción de falta de competencia en lugar de la falta de jurisdicción, pero por obvias razones no fue atendido, ya que carece de derecho de postulación en ese proceso. 
   



A la omisión respecto del recurso que cabía contra la decisión del juez, se suma que la excepción previa está aún en trámite y, por tanto, el accionante se está anticipando a la eventual decisión que adopte el juez, en la que debe definir lo que realmente le fue planteado, esto es, si la demanda debió promoverse en Dosquebradas o en Pereira, razón de más para considerar que como el mecanismo de defensa judicial que esgrimió en su momento no ha sido decidido en este momento, es extemporáneo el reclamo constitucional.  

   



Y aún si se dieran por superados los requisitos generales de procedibilidad de la acción, nada favorable al demandante podría resolverse, porque el defecto procedimental que se le achaca es inexistente. Por una parte, la interpretación que le dio al escrito de excepciones previas, que se refiere a jurisdicción o competencia, no es arbitraria o caprichosa, al contrario, responde al genuino sentido de lo que son, a partir de la Constitución de 1991, estas dos figuras, si bien, lo que se alega es que ha debido promoverse la demanda en un lugar diferente al municipio de Dosquebradas. Y en segundo término, las consecuencias procesales de estas dos figuras en la actualidad, y así viene siendo de años atrás, es esencialmente la misma, que el proceso no termina, como quiere el demandante, sino que declarada la falta de una o de otra, se remite la actuación al juez competente para que continúe su trámite; por tanto, los efectos que busca con su acción se vienen a menos. 
  



En todo caso, se reitera, como no se supera el requisito de la subsidiariedad, al que se refiere el numeral 1° del artículo 6° del Decreto 2591 de 1991, se declarará improcedente la acción. 
DECISIÓN

  



En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, declara IMPROCEDENTE el amparo impetrado por Juan Carlos Palomino Bassani, contra el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de esta ciudad.

Se absuelve a los demás accionados y vinculados al asunto.
Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992. 

Si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión. A su regreso, si no fuera necesario un trámite adicional, archívese el expediente. 
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS                DUBERNEY GRISALES HERRERA  
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